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S E N T EN C I A  

 

En San Juan, Puerto Rico, a 12 de agosto de 2024. 

Comparece la parte apelante, Ana M. Cosme Santiago, y nos 

solicita que revoquemos la Sentencia emitida por el Tribunal de 

Primera Instancia, Sala Superior de Caguas, el 20 de febrero de 

2024, notificada el 4 de marzo del mismo año. Mediante dicho 

dictamen, el foro primario desestimó, con perjuicio, la acción 

incoada por la parte apelante. 

Por los fundamentos que exponemos a continuación, se 

confirma el dictamen apelado. 

I 

El 20 de marzo de 2023, Ana M. Cosme Santiago (Cosme 

Santiago o apelante) incoó una Querella sobre despido injustificado 

en contra de Amgen Manufacturing Limited (AML o apelado).1 La 

referida causa de acción fue instada al amparo del procedimiento 

sumario de la Ley de Procedimiento Sumario de Reclamaciones 

 
1 Apéndice 3 del recurso, págs. 11-14. 
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Laborales, Ley Núm. 2 de 17 de octubre de 1961, según enmendada, 

32 LPRA sec. 3118 et seq. (Ley Núm. 2-1961). Cosme Santiago alegó 

que, el 17 de enero de 2005, comenzó a trabajar para AML y, durante 

varios años, se desempeñó como Senior Manager Maintenance en la 

compañía. Según adujo, obtuvo la calificación más alta (Successfully 

Meets Expectations) en las evaluaciones periódicas que realizaba la 

empresa, hasta las evaluaciones finales del año 2020. Indicó que, 

en el año 2021, Judith Velázquez Rivera (Velázquez Rivera o 

supervisora) estaba a cargo del departamento de AML Facilities & 

Engineering y, por tanto, fue su supervisora inmediata. Arguyó que 

sentía un trato hostil, discriminatorio y desigual por parte de 

Velázquez Rivera, al punto de sentirse humillada ante sus 

compañeros de trabajo, porque esta le exigía realizar tareas, 

informes y discusiones One to One que a otros empleados en su 

mismo nivel no le requerían. Planteó que, durante las reuniones con 

Velázquez Rivera, esta le dijo que carecía de compromiso y que 

aprovechara la oportunidad de ser evaluada con una calificación de 

Partially Meet, ya que en otras compañías no daban esa 

oportunidad. Sin embargo, señaló que en ningún momento se le 

informó, mediante la evaluación de medio año (Mid-Year Review) o 

en las reuniones con su supervisora, sobre las áreas específicas de 

oportunidad que presuntamente debía mejorar para evitar la 

calificación de Partially Meet. Argumentó que se sintió intimidada y 

amenazada de perder su empleo en cualquier momento por dicha 

expresión, pues ese tipo de calificación en esa industria afectaba el 

prestigio profesional de la persona evaluada y solía ir dirigido al 

eventual despido. 

Cosme Santiago alegó en la acción de epígrafe que, el 15 de 

septiembre de 2021, Velázquez Rivera le informó que otra persona 

estaría a cargo de la remediación del edificio AML-01, tarea que 

estaba bajo su supervisión; es decir, la despojó de sus deberes y 
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facultades al ser excluida de su área de responsabilidad. Según 

adujo, ello acentuó el ambiente de hostilidad en la empresa para con 

ella. Sostuvo que, posteriormente, el 28 de febrero de 2022, obtuvo 

una calificación de Partially Meet en la evaluación de su trabajo para 

el año 2021 (Year-End Review). Enfatizó que, luego de diecisiete (17) 

años de evaluaciones excelentes en la empresa, la referida 

evaluación le afectó grandemente y, como consecuencia, el 1 de 

marzo de 2022, informó a AML que se acogería a un retiro temprano, 

efectivo el 21 del mismo mes y año, en aras de conservar su salud 

física y emocional. No obstante, expresó que, el 21 de marzo de 

2022, presentó una apelación de su evaluación ante AML, de 

conformidad con los procedimientos internos de la empresa con el 

propósito de limpiar su nombre. Argumentó que, ante la injusta 

evaluación de su ejecutoria para el año 2021, se vio forzada al retiro 

temprano, lo cual constituyó un despido constructivo sin mediar 

justa causa, por lo que tenía derecho a que se le pagara la 

indemnización contemplada en la Ley Sobre Despidos Injustificados, 

Ley Núm. 80 de 30 de mayo de 1976, según enmendada, 29 LPRA 

sec. 185a et seq. En virtud de lo anterior, solicitó mesada, costas, 

gastos, intereses y honorarios de abogado. 

Por su parte, el 10 de abril de 2023, AML presentó su 

alegación responsiva.2 En esencia, negó las alegaciones esbozadas 

en su contra. Aseguró que, aunque Cosme Santiago recibió 

calificaciones de Successfully Meets Expectations en algunas de sus 

evaluaciones de desempeño, esta calificación no era la más alta. 

Aclaró que la calificación de Partially Meets Expectations no 

acarreaba el despido de la persona empleada, ni estaba dirigido al 

mismo. Negó que Cosme Santiago hubiera sido objeto de ambiente 

hostil. Afirmó que Cosme Santiago sometió un documento en torno 

 
2 Apéndice 5 del recurso, págs. 17-21. 
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a su evaluación de desempeño del año 2021, que personal de la 

empresa se comunicó con ella en varias ocasiones en torno al 

mismo, pero negó que se tratara de un proceso de apelación de la 

evaluación, sino de un procedimiento para someter comentarios a 

esta. Sostuvo que Cosme Santiago no fue objeto de despido 

constructivo alguno, sino que esta se retiró voluntariamente de su 

empleo. 

 Luego de varias incidencias procesales, el 30 de agosto de 

2023, AML instó una Moción de Sentencia Sumaria.3 En síntesis, 

planteó que el caso de epígrafe se reducía a una empleada en 

desacuerdo con la calificación que recibió en una evaluación de 

desempeño y, en lugar de permanecer en su empleo y esperar a que 

se evaluaran las objeciones a su evaluación, o en la alternativa, 

trabajar para mejorar las áreas de oportunidad que se le señalaron, 

tomó la decisión de renunciar para acogerse al retiro. Arguyó que 

nadie en la compañía amenazó a Cosme Santiago con despedirla, ni 

se le redujo su posición, su salario o sus beneficios, pues la única 

“amenaza” de despido estaba en la mente de esta. Argumentó que, 

a la luz de la normativa jurídica aplicable, lo anterior no era 

suficiente para establecer que Cosme Santiago fue forzada a 

renunciar. Sobre ese particular, explicó que no existía evidencia 

alguna que estableciera que Cosme Santiago fue sometida a un 

ambiente tan incómodo en el lugar de empleo que no tuvo otro 

 
3 Apéndice 8 del recurso, págs. 38-57. Junto a su moción, AML incluyó los 

siguientes documentos: (1) copia de la transcripción de la Deposición de Ana M. 

Cosme Santiago, con fecha del 12 de junio de 2023; (2) copia de la Declaración 
Jurada de Judith Velázquez Rivera, incluyendo varios anejos, suscrita el 29 de 

agosto de 2023; (3) copia de la Contestación a Primer Pliego de Interrogatorios de 
Amgen Manufacturing Limited, juramentada el 31 de julio de 2023; (4) copia del 

Probationary Employment Contract, suscrito por Ana M. Cosme Santiago y Amgen 

Manufacturing Limited el 17 de enero de 2005; (5) copia del Job History de Ana 

M. Cosme Santiago, desde el 17 de enero de 2005 hasta el 22 de marzo de 2022; 

(6) copia del Statement Under Penalty of Perjury de Esther Buckley, incluyendo 

varios anejos, suscrito el 29 de agosto de 2023; (7) copia de la Declaración Jurada 

de Camelia Ramos Freese, junto a varios anejos, suscrita el 29 de agosto de 2023; 

(8) copia del Application for Retirement Benefits de Ana M. Cosme Santiago, con 
fecha del 28 de febrero de 2022; (9) copia del Code of Conduct: Do the Right Thing 

(Código de Conducta) de Amgen Manufacturing Limited, con fecha del 21 de julio 

de 2022; (10) copia de la Evaluación de Fin de Año de Ana M. Cosme Santiago, 

con fecha del 19 de marzo de 2022. Véase, Apéndice 8 del recurso, págs. 58-431. 
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remedio que abandonarlo. En vista de ello, sostuvo que la 

reclamación de epígrafe era inmeritoria y que, por tanto, procedía 

que se desestimara sumariamente, con perjuicio. 

 En desacuerdo, el 3 de octubre de 2023, Cosme Santiago se 

opuso.4 En esencia, arguyó que el mecanismo de sentencia sumaria 

contravenía la naturaleza del procedimiento regulado por la Ley 

Núm. 2-1961, supra, por lo que no procedía su utilización en el 

presente caso. Alegó que las expresiones de Velázquez Rivera, quien 

evaluó su trabajo, eran falsas y, por consiguiente, el tribunal debía 

recibir el testimonio de los protagonistas de la controversia para 

evaluar su credibilidad, pues el sentido o interpretación que daban 

las partes estaba en controversia. Por otro lado, adujo que la 

evaluación recibida, en las circunstancias dadas, de por sí, era razón 

suficiente para renunciar de inmediato. Reiteró que presentó su 

renuncia obligada por la totalidad de las circunstancias en que 

estuvo trabajando durante la segunda mitad del año 2021. Añadió 

que la evaluación recibida, según la opinión de la supervisora 

Velázquez Rivera, justificaba el despido inmediato. Planteó que 

dicha evaluación, aún sin la opinión expresada por la supervisora, 

presentada a una gerente senior de una empresa de esa categoría, 

constituía una solicitud de renuncia. Por tanto, solicitó que se 

declarara No Ha Lugar la moción de sentencia sumaria promovida 

por AML. 

 Celebrada una vista argumentativa a esos efectos,5 el 20 de 

febrero de 2024, notificada el 4 de marzo del mismo año, el Tribunal 

de Primera Instancia emitió la Sentencia que nos ocupa, mediante 

 
4 Apéndice 9 del recurso, págs. 432-458. Cosme Santiago anejó a su oposición los 

siguientes documentos: (1) copia de la Declaración Jurada suscrita por Ana M. 
Cosme Santiago el 3 de octubre de 2023; (2) copia del AML1- F & E Mantenance 
Report, con fecha del 6 de febrero de 2020. Véase, Apéndice 9 del recurso, págs. 

459-471. 
5 Apéndice 14 del recurso, págs. 479-480. 



 
 

 
KLAN202400249 

 

6 

la cual desestimó, con perjuicio, la acción de epígrafe.6 En 

particular, desglosó las siguientes determinaciones de hechos: 

Amgen Manufacturing LTD (“Amgen”), es una 
empresa de biotecnología que descubre, desarrolla y ofrece 
terapias humanas para tratar enfermedades. Ana Cosme 
Santiago (“Cosme”) comenzó a trabajar en Amgen, como 
empleada a tiempo indeterminado, el 17 de enero del 2005, 
ocupando el puesto de “Manager Engineering”. Cuando 
comenzó su empleo recibió copia del código de conducta 
corporativo de Amgen, conocido como “Do The Right Thing”. 
Además, recibió adiestramientos anuales sobre el mismo. El 
referido código de conducta dispone que los gerentes deben 
asegurarse [de] que sus equipos de trabajo estén instruidos 
en los estándares de conducta empresarial, promuevan el 
cumplimiento, eviten violaciones, supervisen y orienten a los 
subordinados con respecto a los estándares, y creen una 
cultura que exhorte al personal a expresar sus 
preocupaciones. 
 

En el 2006, Cosme fue ascendida al puesto de “Senior 
Manager Maintenance”, posición que ocupó hasta la fecha en 
que se acogió al retir[o]. Como “Senior Manager 
Maintenance” debía promover el nivel apropiado de 
adiestramientos para todos los niveles de la organización de 
mantenimiento, apoyar en el proceso de aprobación, 
priorización e implementación de proyectos, mantener un 
ambiente que promoviera prácticas de mantenimiento 
consistentes y operaciones eficientes, y liderar el desarrollo 
de la visión, misión, estrategias, metas y objetivos del 
departamento para asegurar que [e]ste logr[ara] los objetivos 
de la empresa. 
 

Durante el año[,] Cosme estaba sujeta a dos 
evaluaciones, una a mitad de año (“Mid-Year Review”), y otra 
a final de año (“Year-End Review”) El “Mid-Year Review” 
asiste en determinar si el empleado está encaminado (“on 
track”) a lograr las metas y objetivos trazados para el puesto 
que ocupa. En el “Year End Review” al empleado se le asigna 
una de las siguientes calificaciones: “Far Exceeds 
Expectations”, “Exceeds expectations”, “Successfully Meets 
Expectations”, “Partially Meets Expectations” o “Does Not 
Meet Expectations”. La calificación de “Partially Meets 
Expectations” (“PME”) se le asigna a un empleado que ha 
alcanzado algunas metas y objetivos, pero no ha cumplido 
todas las metas y objetivos trazados para el puesto. En 

calificaciones “PME”, se recomienda a los supervisores 
informar al empleado las metas u objetivos que alcanzó, y las 
que no. También se recomienda que brinden ejemplos claros 
para sustentar la calificación, discutir el impacto de sus 
comportamientos en el equipo y la empresa, establecer 
expectativas claras de lo que necesita mejorar y discutir qué 
apoyo podrían necesitar para mejorar el desempeño. El “Year 
End Review” tiene una sección para que el empleado incluya 
una auto-evaluación, y otra sección en la que el supervisor 
provee su insumo sobre el desempeño del empleado. 
 

Judith Velázquez (“Velázquez”), quien ocupaba la 
posición de “Executive Director Engineering”, y era 
supervisora de Cosme, estuvo encargada de realizar el “Mid-
Year Review” y el “Year End Review” de Cosme 
correspondiente al año 2021. En julio o agosto de 2021, 
Velázquez discutió con Cosme el “Mid-Year Review”, el cual 

 
6 Apéndices 1 y 2 del recurso, págs. 1-10. 
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reflejó que Cosme estaba encaminada (“on-track”) a alcanzar 
metas y objetivos establecidos para ese año, con los 
siguientes señalamientos[:] Establecer la identificación 
proactiva de riesgos de facilidades y utilidades[;] mejorar los 
niveles de servicio de “Integrated Facilities Maintenance” en 
los edificios bajo su supervisión[;] garantizar servicio 
eficiente y de calidad[;] desarrollar talento clave en su 
organización[;] y asegurarse que el área de “Reemplazo de 
Equipos” establecida en “Long Range Plan for Maintenance” 

estuviera alineada con riesgos actuales y que se ejecutara de 
acuerdo a lo planificado. 
 

En septiembre del 2021, Cosme manejó un proyecto 
de recuperación en el edificio AML-01 por fallas en una 
tubería que provocaron inundación en varias áreas de la 
planta, incluyendo el área de empaque. A consecuencia de 
dicho evento, y ante lo que Velázquez entendió fue una falta 
de liderato de Cosme en cuanto al manejo del proceso de 
recuperación, Amgen asignó a Juan Javier Díaz (“Díaz”) a 
manejar el proceso de recuperación. Díaz ocupaba la misma 
clasificación que Cosme de “Senior Manager Maintenance”. 
Cosme advino en conocimiento que Díaz iba a estar a cargo 
del equipo de remediación en [una] reunión celebrada [el] 15 
de septiembre del 2021. Díaz tenía experiencia en el manejo 
de hongo en proyectos como la remediación de AML-01, por 
[e]ste haber trabajado en otro proyecto de mantenimiento 
similar. Cosme percibió la llegada de Díaz como un recurso 
adicional al equipo de trabajo asignado al proceso de 
remediación. Cosme mantuvo su puesto, salario y beneficios. 
Durante la tramitación del proyecto, Cosme continuó 
trabajando en equipo con todas las líneas impactadas, y 
coordinó y lideró reuniones diarias y asistió en el manejo del 
proyecto, mientras retuvo todas sus funciones relacionadas 
a los cinco edificios que estaban bajo su supervisión. 
 

El 25 de febrero del 2022, Velázquez discutió con 
Cosme su “Year End Review” para el 2021, en el cual Cosme, 
por primera vez, recibió una calificación de “PME”. Velázquez 
fundamentó dicha calificación, y le señaló a Cosme, que tenía 
que mejorar en las áreas de manejo de quejas de limpieza, 
demostrar liderato en el manejo de trabajos de remediación[,] 
como en la inundación ocurrida del área de empaque, y en el 
mantenimiento general de las áreas a su cargo. 

 
El 28 de febrero de 2022, apenas 3 días de discutida 

su evaluación, Cosme presentó una solicitud para acogerse 
a los beneficios de retiro de Amgen, efectivo el 21 de marzo 

del 2022. El día de efectividad de su renuncia, 21 de marzo 
del 2022, Cosme presentó un (“Staff Member Comments”) 
apelando su evaluación del 2021, con el propósito de dejar 
limpio su expediente luego de 17 años de servicios con la 
empresa. Amgen tiene un procedimiento interno para 
tramitar quejas y agravios de sus empleados. Cosme no hizo 
uso de dicho procedimiento. Cosme no tiene conocimiento 
[de] que Amgen haya despedido [a] algún empleado 
inmediatamente luego de haber recibido una primera 
calificación de “PME”. Sí conoce de empleados que recibieron 
evaluaciones de “PME”, y de “below expectations”, y en años 
posteriores recibieron evaluaciones de “meets expectations”. 
La calificación de “PME” no es la calificación más baja en las 
escalas de evaluación de Amgen.7 

 

 
7 Apéndice 2 del recurso, págs. 1-5. 
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El foro primario expresó que no había prueba de que se le 

hayan impuesto condiciones de trabajo más onerosas a Cosme 

Santiago, ni que fuese sometida a vejámenes o humillaciones de 

hechos o de palabra. Explicó que varios sectores de la planta de AML 

se vieron afectados por una inundación, por lo que era razonable 

que una empresa como esta, la cual se encargaba de descubrir, 

desarrollar y ofrecer terapias humanas para tratar enfermedades, 

asignara a sus mejores recursos para atender, mitigar y resolver, de 

la forma más rápida, segura y efectiva la situación que enfrentaban. 

Señaló que, luego de la inundación, y durante las labores de 

recuperación, Cosme Santiago continuó ocupando el puesto de 

Senior Manager Maintenance, y continuó desempeñando sus 

funciones relacionadas con el mismo, las cuales se extendían más 

allá de la recuperación del área afectada por la inundación. Añadió 

que Cosme Santiago también continuó recibiendo por sus servicios 

la misma paga y beneficios marginales a los cuales era acreedora. 

Indicó que, aun aceptando que AML asignó a otra persona a dirigir 

el proceso de recuperación, Cosme Santiago no demostró que dicho 

acto hubiese generado una atmósfera hostil que impedía su sana 

estadía en el trabajo, siendo la renuncia a su puesto la única 

alternativa que le quedaba. Detalló que Cosme Santiago conocía que 

la empresa tenía un procedimiento para atender y ventilar las quejas 

y querellas que tuvieran sus empleados, por lo que esta pudo 

presentar mediante dicho procedimiento cualquier desavenencia o 

inconformidad que tuviera en cuanto a la forma en que su 

supervisora manejó la asignación de las funciones y/o 

responsabilidades en torno al proceso remedial por la inundación. 

Expresó, además, que resultaba especulativa la alegación de Cosme 

Santiago de que la calificación de Partially Meets Expectations era el 

presagio de un eventual despido. 
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En la determinación apelada, el foro a quo concluyó que 

Cosme Santiago no cumplió con el peso de la prueba de demostrar 

que las actuaciones llevadas a cabo por AML hubiesen sido 

arbitrarias, irrazonables y/o caprichosas, fundamentadas en un 

motivo ajeno al legítimo interés de salvaguardar el buen y normal 

funcionamiento de sus operaciones, y que hayan generado una 

atmósfera hostil que impedía su sana estadía en el trabajo, siendo 

la renuncia la única alternativa razonable. En consecuencia, 

determinó que no medió despido constructivo en la terminación de 

la relación de empleo entre las partes. 

Inconforme, el 14 de marzo de 2024, la parte apelante acudió 

ante esta Curia mediante el recurso de epígrafe y señaló los 

siguientes errores: 

El Honorable Tribunal de Primera Instancia, Sala de 
Caguas, erró al dictar sentencia sumaria en este caso, 

cuando dicho mecanismo procesal es incompatible con 
la naturaleza del procedimiento sumario de 

reclamaciones laborales. 
 
El Honorable Tribunal de Primera Instancia, Sala 

Superior de Caguas[,] erró al desestimar la querella 
mediante sentencia sumaria cuando existen elementos 
subjetivos o intención que requieren ser evaluados en 

una vista en sus méritos. 
 

En cumplimiento con nuestra Resolución del 18 de marzo de 

2024, la parte apelada compareció mediante Alegato en Oposición a 

Apelación el 12 de abril de 2024.  

Con el beneficio de la comparecencia de las partes, 

procedemos a resolver. 

II 

A 

La Ley de Procedimiento Sumario de Reclamaciones Laborales, 

Ley Núm. 2 de 17 de octubre de 1961, según enmendada, 32 LPRA 

sec. 3118 et seq. (Ley Núm. 2-1961), establece un procedimiento de 

naturaleza sumario para aquellos casos que versen sobre 

reclamaciones de una persona obrera o empleada en contra de su 
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patrono, referentes a cualquier derecho o beneficio, o cualquier 

suma por concepto de compensación por trabajo o labor realizados, 

o en ocasión a un despido de su empleo sin justa causa, todo en 

aras de abreviar los trámites pertinentes a las mismas, de manera 

que resulte en un proceso menos oneroso para la persona 

trabajadora. 32 LPRA sec. 3118; Peña Lacern v. Martínez Hernández 

et al., 210 DPR 425 (2022); León Torres v. Rivera Lebrón, 204 DPR 

20 (2020); Ruiz Camilo v. Trafon Group, Inc., 200 DPR 254 (2018). 

Su alcance se extiende a varios estatutos laborales, entre estos, las 

querellas sobre salarios, beneficios y derechos laborales. Ruiz 

Camilo v. Trafon Group, Inc., supra, pág. 265. La naturaleza de esta 

reclamación exige celeridad en su trámite para, así, cumplir con el 

fin legislativo de proteger el empleo, desalentar los despidos 

injustificados y proveer a la persona obrera despedida suficientes 

recursos económicos entre un empleo y otro. León Torres v. Rivera 

Lebrón, supra. A su vez, el Tribunal Supremo de Puerto Rico ha 

enfatizado que las disposiciones de la pieza legislativa antes 

mencionada se deberán interpretar de manera liberal a favor de la 

persona empleada. Ello, para equiparar la desigualdad de los medios 

económicos que exista entre las partes. Vizcarrondo Morales v. MVM, 

Inc., 174 DPR 921, 928-929 (2008).  

Debido a la celeridad con la que deben encauzarse estos 

procesos judiciales, se alteraron ciertos términos y condiciones, los 

cuales, como regla general, rigen la litigación civil en nuestro 

ordenamiento jurídico procesal. Díaz Santiago v. PUCPR et al., 207 

DPR 339, 347 (2021). Es decir, la Ley Núm. 2-1961, supra, dispone 

de términos más cortos que los provistos para procedimientos 

ordinarios. Por lo tanto, los tribunales tienen la obligación de exigir 

diligencia y prontitud en la tramitación de las reclamaciones bajo 

dicho estatuto. Vizcarrondo Morales v. MVM, Inc., supra, pág. 929. 

Sobre ese particular, nuestro más Alto Foro expresó que: 
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[T]anto los tribunales como las partes deben respetar: 
(1) los términos relativamente cortos dispuestos en el 

estatuto para contestar la querella; (2) los criterios 
estrictos para conceder una prórroga para contestar la 

querella; (3) el mecanismo especial que flexibiliza el 
emplazamiento del patrono, y (4) entre otras 
particularidades provistas por la ley, las limitaciones en 

el uso de los mecanismos de descubrimiento de prueba. 
De no hacerlo, el procedimiento se convertiría en 
ordinario, lo cual sería incompatible tanto con el 

mandato legislativo de diligencia en el dictamen 
judicial, como con su carácter reparador. Íd. 
 

De esta normativa general surge el deber inequívoco de los 

tribunales de dar estricto cumplimiento al procedimiento sumario 

bajo la Ley Núm. 2-1961, supra, por lo cual, carecemos de 

jurisdicción para conceder prórrogas, ante la inobservancia de los 

términos que establece dicho estatuto. León Torres v. Rivera Lebrón, 

supra, pág. 31; Vizcarrondo Morales v. MVM, Inc., supra, pág. 930. 

Solo en casos excepcionales, nuestro Tribunal Supremo ha 

justificado flexibilizar la aplicación del procedimiento sumario de la 

Ley Núm. 2-1961, supra, entre ellos, para evitar un fracaso de la 

justicia. Vizcarrondo Morales v. MVM, Inc., supra. 

Cónsono con lo anterior, la Sección 3 de la Ley Núm. 2-1961, 

supra, establece, además, que en los casos tramitados con arreglo a 

dicho estatuto “se aplicarán las Reglas de Procedimiento Civil en 

todo aquello que no esté en conflicto con las disposiciones 

específicas de las mismas o con el carácter sumario del 

procedimiento establecido por esta ley”. Díaz Santiago v. PUCPR et 

al., supra, pág. 348. Es decir, se recurrirá a las Reglas de 

Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, cuando estas no contravengan 

lo dispuesto en la Ley Núm. 2-1961, supra, o prolonguen 

innecesariamente el carácter sumario del procedimiento. Íd. 

B 

Por otro lado, la Ley Sobre Despidos Injustificados, Ley Núm. 

80 de 30 de mayo de 1976, según enmendada, 29 LPRA sec. 185a 

et seq. (Ley Núm. 80-1976), tiene el propósito de proteger a la 
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persona empleada de actuaciones arbitrarias del patrono e imponer 

remedios económicos que desalienten la práctica de despedir a las 

personas empleadas injustificadamente. Ruiz Mattei v. Commercial 

Equipment Finance, Inc., 2024 TSPR 68, resuelto el 21 de junio de 

2024; González Méndez v. Acción Social et al., 196 DPR 213, 229 

(2016); SLG Torres-Matundan v. Centro Patología, 193 DPR 920, 929 

(2015). Dicha política pública se sustenta en que el trabajo tiene una 

función social trascendental, tanto en el ámbito individual como en 

el colectivo. A esta realidad responde nuestra afirmación de que el 

trabajo tiene un profundo significado ético, porque mediante este la 

persona aporta al bien común y se autorrealiza. 

Las protecciones conferidas por la Ley Núm. 80-1976, supra, 

se extienden a toda persona empleada que: (1) trabaja para un 

patrono mediante remuneración; (2) haya sido contratada sin 

tiempo determinado, y (3) sea despedida sin que mediara una justa 

causa. 29 LPRA sec. 185a. Presentes estas circunstancias, la 

persona empleada, así despedida, tiene derecho a recibir de su 

patrono el pago de una indemnización, típicamente denominada 

como la mesada, cuya cuantía dependerá de la duración del empleo 

y del sueldo que devengaba. Íd.; Lugo Montalvo v. Sol Meliá Vacation, 

194 DPR 209, 230 (2015); Whittenburg v. Col. Ntra. Sra. Del Carmen, 

182 DPR 937, 950 (2011). Por tal razón, es importante destacar que 

“el estándar de justa causa es el requisito requerido en la mayoría 

de los países del mundo para convalidar las acciones de los 

empleadores. Si el patrono despide injustificadamente a un 

trabajador estaría entonces sujeto a la sanción económica que 

impone el estatuto protector”. C. Zeno Santiago, El Despido y la 

Política Social en Nuestro Estado de Derecho, 34 Rev. Jur. UIPR 213, 

217 (2000). 

Ahora bien, nuestro ordenamiento jurídico no prohíbe 

absolutamente el despido de una persona empleada; más bien, 
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castiga el despido sin justa causa. Rivera Figueroa v. The Fuller 

Brush Co., 180 DPR 894, 904 (2011). En ese sentido, la Ley Núm. 

80-1976, supra, considera injustificado el despido que se hace por 

mero capricho del patrono, y no guarda relación con la necesidad de 

asegurar el buen y normal funcionamiento de un establecimiento. 

29 LPRA sec. 185b; León Torres v. Rivera Lebrón, 204 DPR 20, 38 

(2020). 

Cónsono con lo anterior, el Artículo 2 de la Ley Núm. 80-1976, 

29 LPRA sec. 185b, instituye posibles situaciones en las cuales 

existe justa causa para el despido. En particular, desglosa las 

siguientes circunstancias: 

(a) Que el obrero siga un patrón de conducta impropia 
o desordenada.   

(b) La actitud del empleado de no rendir su trabajo en 
forma eficiente o de hacerlo tardía y negligentemente o 
en violación de las normas de calidad del producto que 

se produce o maneja por el establecimiento.   
(c) Violación reiterada por el empleado de las reglas y 
reglamentos razonables establecidas para el 

funcionamiento del establecimiento siempre que copia 
escrita de los mismos se haya suministrado 

oportunamente al empleado.   
(d) Cierre total, temporero o parcial de las operaciones 
del establecimiento. […] 

(e) Los cambios tecnológicos o de reorganización, así 
como los de estilo, diseño o naturaleza del producto que 

se produce o maneja por el establecimiento y los 
cambios en los servicios rendidos al público.  
(f) Reducciones en empleo que se hacen necesarias 

debido a una reducción en el volumen de producción, 
ventas o ganancias, anticipadas o que prevalecen al 
ocurrir el despido.  

 
[…] 

 

Por otro lado, atinente a la controversia ante nos, el Artículo 

5 del citado estatuto, 29 LPRA sec. 185e, define el despido 

constructivo de la siguiente manera:   

A los efectos de las secs. 185a a 185m de este título se 

entenderá por despido, además de la cesantía del 
empleado, su suspensión indefinida o por un término 

que exceda de tres (3) meses, excepto en el caso de 
empleados de industria y negocios estacionales o la 
renuncia del empleo motivada por actuaciones del 

patrono dirigidas a inducirlo o forzarlo a renunciar[,] 
tales como imponerle o intentar imponerle condiciones 

de trabajo más onerosas, reducirle el salario, rebajarlo 
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en categoría o someterlo a vejámenes o humillaciones 
de hecho o de palabra. 

 

Al comentar sobre la definición contenida en el precitado 

artículo, el profesor Jorge Farinacci Fernós expone que:   

[N]o hay tal cosa como una causa de acción por despido 
constructivo en Puerto Rico. Lo que sí existe es una 
causa de acción por despido injustificado bajo la Ley 80, 

en la que se utiliza una definición particular de despido 
contenida en el artículo 5. Es decir, ya sea porque hubo 

una cesantía, una suspensión prolongada o una 
renuncia forzada, en todos estos casos estamos ante un 
despido, punto. Una vez se establece la existencia del 

despido, no hay diferencia en si fue producto de una 
cesantía o una renuncia forzada. Si bien el origen de 

esta figura es una causa de acción independiente 
proveniente del common law, la forma en que fue 
adoptada en Puerto Rico no fue como una causa de 

acción independiente sino como parte de la causa de 
acción estatutaria general de despido injustificado. J. 

Farinacci Fernós, Interpretación liberal: presunciones 
probatorias en la legislación protectora del trabajo, 83 
Rev. Jur. UPR 16, 40-41 (2014). 

 

De la definición estatutaria de despido constructivo podemos 

colegir tres (3) elementos importantes, a saber: (1) renuncia 

motivada; (2) por actuaciones del patrono, y (3) dirigidas a inducir o 

forzar a la persona empleada a renunciar. Farinacci Fernós, op. cit., 

págs. 41-42. Cabe resaltar que, el despido constructivo no se trata 

de cualquier tipo de renuncia, sino de una renuncia motivada por 

actuaciones del patrono. Para determinar si el efecto de las 

actuaciones del patrono está dirigido a inducir una renuncia, se ha 

determinado que se debe demostrar que una persona razonable se 

sentiría forzada a renunciar, es decir, utilizando un criterio objetivo 

y no a la visión subjetiva de la persona empleada individual. Rivera 

Figueroa v. The Fuller Brush Co., supra, pág. 908; S.L.G. Hernández-

Beltrán v. TOLIC, 151 DPR 754, 777 (2000); Vélez de Reilova v. R. 

Palmer Bros., Inc., 94 DPR 175, 178 (1967).    

Nuestro Tribunal Supremo advirtió que, “dado que el despido 

constructivo es un despido disfrazado que tiene la apariencia de una 

renuncia voluntaria, los tribunales de instancia deben ser 

sumamente cautelosos al momento de determinar si, en efecto, una 
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renuncia fue forzada”. Rivera Figueroa v. The Fuller Brush Co., 

supra, pág. 918. De igual manera, no es relevante si la acción fue 

dirigida a varias personas empleadas, ya que la manera de probar 

la intención de forzar la renuncia es demostrando que una persona 

razonable en la posición de la empleada se sienta forzada a 

renunciar, lo cual puede ser el producto de condiciones onerosas 

dirigidas contra ella o contra varias empleadas. Íd., págs. 918-919; 

Farinacci Fernós, op. cit., pág. 44. 

C 

El mecanismo de sentencia sumaria provisto en la Regla 36 

de Procedimiento Civil de 2009, 32 LPRA Ap. V, R. 36, es un vehículo 

para asegurar la solución justa, rápida y económica de un caso. 

Serrano Picón v. Multinational Life Ins., 212 DPR 981 (2023); Oriental 

Bank v. Caballero García, 212 DPR 671 (2023); González Meléndez 

v. Mun. San Juan et al., 212 DPR 601 (2023); Acevedo y otros v. 

Depto. Hacienda y otros, 212 DPR 335 (2023); Universal Ins. y otro 

v. ELA y otros, 211 DPR 455 (2023). Dicho mecanismo permite a los 

tribunales disponer, parcial o totalmente, de litigios civiles en 

aquellas situaciones en las cuales no exista controversia material de 

hecho que requiera ventilarse en un juicio plenario y el derecho así 

lo permita. Segarra Rivera v. Int’l. Shipping et al., 208 DPR 964 

(2022). Este mecanismo lo puede utilizar la parte reclamante o 

aquella parte que se defiende de una reclamación. 32 LPRA Ap. V, 

R. 36.1 y 36.2.  

Mediante el mecanismo de sentencia sumaria, se procura 

profundizar en las alegaciones para verificar si, en efecto, los hechos 

ameritan dilucidarse en un juicio. León Torres v. Rivera Lebrón, 204 

DPR 20, 42 (2020). Este cauce sumario resulta beneficioso tanto 

para el tribunal, como para las partes en un pleito, pues se agiliza 

el proceso judicial, mientras simultáneamente se provee a los 

litigantes un mecanismo procesal encaminado a alcanzar un 
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remedio justo, rápido y económico. Segarra Rivera v. Int’l. Shipping 

et al., supra. Como se sabe, en aras de prevalecer en una 

reclamación, la parte promovente debe presentar prueba 

incontrovertible sobre todos los elementos indispensables de su 

causa de acción. Íd.  

Nuestro ordenamiento civil y su jurisprudencia interpretativa 

impone unos requisitos de forma con los cuales hay que cumplir al 

momento de presentar una solicitud de sentencia sumaria, a saber: 

(1) una exposición breve de las alegaciones de las partes; (2) los 

asuntos litigiosos o en controversia; (3) la causa de acción sobre la 

cual se solicita la sentencia sumaria; (4) una relación concisa, 

organizada y en párrafos enumerados de todos los hechos esenciales 

y pertinentes sobre los cuales no hay controversia sustancial, con 

indicación de los párrafos o las páginas de las declaraciones juradas 

u otra prueba admisible en evidencia donde se establecen estos 

hechos, así como de cualquier otro documento admisible en 

evidencia que se encuentre en el expediente del tribunal; (5) las 

razones por las cuales se debe dictar la sentencia, argumentando el 

derecho aplicable, y (6) el remedio que debe ser concedido. 32 LPRA 

Ap. V, R. 36.3; Oriental Bank v. Caballero García, supra; Pérez 

Vargas v. Office Depot, 203 DPR 687 (2019). Si la parte promovente 

de la moción incumple con estos requisitos, “el tribunal no estará 

obligado a considerar su pedido”. Meléndez González et al. v. M. 

Cuebas, 193 DPR 100, 111 (2015). 

Por otro lado, “la parte que desafía una solicitud de sentencia 

sumaria no puede descansar en las aseveraciones o negaciones 

consignadas en su alegación”. León Torres v. Rivera Lebrón, supra, 

pág. 43. Por el contrario, quien se opone a que se declare con lugar 

esta solicitud viene obligado a enfrentar la moción de su adversario 

de forma tan detallada y específica como lo ha hecho la parte 



 
 

 
KLAN202400249    

 

17 

promovente puesto que, si incumple, corre el riesgo de que se dicte 

sentencia sumaria en su contra, si la misma procede en derecho. Íd.  

Por ello, en la oposición a una solicitud de sentencia sumaria, 

la parte promovida debe puntualizar aquellos hechos propuestos 

que pretende controvertir y, si así lo desea, someter hechos 

materiales adicionales que alega no están en disputa y que impiden 

que se dicte sentencia sumaria en su contra. León Torres v. Rivera 

Lebrón, supra. Claro está, para cada uno de estos supuestos deberá 

hacer referencia a la prueba específica que sostiene su posición, 

según exigido por la Regla 36.3 de Procedimiento Civil, 32 LPRA     

Ap. V, R. 36.3. Íd. En otras palabras, la parte opositora tiene el peso 

de presentar evidencia sustancial que apoye los hechos materiales 

que alega están en disputa. Íd. De lo anterior, se puede colegir que, 

ante el incumplimiento de las partes con las formalidades de la Regla 

36 de Procedimiento Civil de 2009, supra, la consideración de sus 

posiciones descansa en la sana discreción del Tribunal.  

Al atender la solicitud, el Tribunal deberá asumir como ciertos 

los hechos no controvertidos que se encuentren sustentados por los 

documentos presentados por la parte promovente. E.L.A. v. Cole, 

164 DPR 608, 626 (2005). Toda inferencia razonable que pueda 

surgir de los hechos y de los documentos se debe interpretar en 

contra de quien solicita la sentencia sumaria, pues solo procede si 

bajo ningún supuesto de hechos prevalece la parte promovida. Íd., 

pág. 625. Además, al evaluar los méritos de una solicitud de 

sentencia sumaria, el juzgador o juzgadora debe actuar guiado por 

la prudencia y ser consciente, en todo momento, que su 

determinación puede conllevar el que se prive a una de las partes de 

su “día en corte”, componente integral del debido proceso de ley. 

León Torres v. Rivera Lebrón, supra, pág. 44. 

Sin embargo, la sentencia sumaria generalmente no 

procederá cuando existan controversias sobre hechos esenciales 
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materiales, o si la controversia del caso está basada en elementos 

subjetivos como intención, propósitos mentales, negligencia o 

credibilidad. Cruz, López v. Casa Bella y otros, 2024 TSPR 47, 213 

DPR ___ (2024); Acevedo y otros v. Depto. Hacienda y otros, supra; 

Segarra Rivera v. Int’l. Shipping et al., supra. Un hecho material es 

aquel que puede afectar el resultado de la reclamación de acuerdo 

con el derecho sustantivo aplicable. Banco Popular de Puerto Rico v. 

Zorrilla Posada y otro, 2024 TSPR 62, resuelto el 17 de junio de 2024; 

Oriental Bank v. Caballero García, supra, pág. 7; Mejías et al. v. 

Carrasquillo et al., 185 DPR 288, 299 (2012); Ramos Pérez v. 

Univisión, 178 DPR 200, 213 (2010). Ahora bien, el Foro de última 

instancia ha reiterado que cualquier duda no es suficiente para 

derrotar una moción de sentencia sumaria, pues debe tratarse de 

una incertidumbre que permita concluir que existe una controversia 

real sobre hechos relevantes y pertinentes. Íd. Además, existen 

casos que no se deben resolver mediante sentencia sumaria porque 

resulta difícil reunir la verdad de los hechos mediante declaraciones 

juradas o deposiciones. Jusino et als. v. Walgreens, 155 DPR 560, 579 

(2001). De igual modo, no es apropiado resolver por la vía sumaria 

“casos complejos o casos que involucren cuestiones de interés 

público”. Íd. No obstante, la sentencia sumaria procederá si atiende 

cuestiones de derecho. Universal Ins. y otro v. ELA y otros, supra. 

El Tribunal Supremo de Puerto Rico ha discutido los criterios 

que este Tribunal de Apelaciones debe considerar al momento de 

revisar una sentencia dictada sumariamente por el foro de instancia. 

Roldán Flores v. M. Cuebas et al., 199 DPR 664, 679-680 (2018); 

Meléndez González et al. v. M. Cuebas, supra, págs. 118-119. Sobre 

ese particular, nuestro más Alto Foro señaló que:  

[E]l Tribunal de Apelaciones debe: (1) examinar de novo 
el expediente y aplicar los criterios que la Regla 36 de 

Procedimiento Civil, supra, y la jurisprudencia le exigen 
al foro primario; (2) revisar que tanto la Moción de 
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Sentencia Sumaria como su oposición cumplan con los 
requisitos de forma codificados en la referida Regla 36; 

(3) revisar si en realidad existen hechos materiales en 
controversia y, de haberlos, cumplir con la exigencia de 

la Regla 36.4 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, de 
exponer concretamente cuáles hechos materiales 
encontró que están en controversia y cuáles están 

incontrovertidos, y (4) de encontrar que los hechos 
materiales realmente están incontrovertidos, debe 
proceder a revisar de novo si el Tribunal de Primera 

Instancia aplicó correctamente el Derecho a la 
controversia. Roldán Flores v. M. Cuebas et al., supra, 

pág. 679.  

Conforme a lo anterior, nos encontramos en la misma posición 

que el Tribunal de Primera Instancia para evaluar la procedencia de 

una sentencia sumaria. Banco Popular de Puerto Rico v. Zorrilla 

Posada y otro, supra; Birriel Colón v. Econo y otro, 2023 TSPR 120, 

213 DPR ___ (2023); Serrano Picón v. Multinational Life Ins., supra; 

González Meléndez v. Mun. San Juan et al., supra; González Santiago 

v. Baxter Healthcare, 202 DPR 281, 291 (2019). Por ello, nuestra 

revisión es una de novo y nuestro análisis debe regirse por las 

disposiciones de la Regla 36 de Procedimiento Civil, supra, así como 

de su jurisprudencia interpretativa. González Meléndez v. Mun. San 

Juan et al., supra. A tenor con la referida normativa, dicha revisión 

se realizará de la manera más favorable hacia la parte que se opuso 

a la solicitud de sentencia sumaria en el foro de origen y realizando 

todas las inferencias permisibles a su favor. Birriel Colón v. Econo y 

otro, supra; Meléndez González et al. v. M. Cuebas, supra, pág. 118. 

De esta manera, si entendemos que los hechos materiales realmente 

están incontrovertidos, debemos revisar de novo si el foro primario 

aplicó correctamente el derecho. González Meléndez v. Mun. San 

Juan et al., supra. 

Esbozada la norma jurídica, procedemos a aplicarla al recurso 

antes nos. 

III 

 La parte apelante sostiene en su primer señalamiento de error 

que el Tribunal de Primera Instancia incidió al dictar sentencia 
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sumaria en el presente caso, aun cuando dicho mecanismo procesal 

es incompatible con la naturaleza del procedimiento sumario de 

reclamaciones laborales incoadas al amparo de la Ley Núm. 2-1961, 

supra. Asimismo, como segundo y último señalamiento de error, 

plantea que el foro primario erró al desestimar la Querella instada 

por esta mediante sentencia sumaria cuando existen elementos 

subjetivos o de intención que requieren ser evaluados en una vista 

en sus méritos. 

Hemos examinado cuidadosamente de novo el trámite 

procesal, el expediente ante nos, los escritos de las partes, así como 

la normativa aplicable y concluimos que el Tribunal de Primera 

Instancia no erró en su determinación. Nos explicamos. 

 En primer lugar, la parte apelante arguye que el mecanismo 

de sentencia sumaria es contrario al procedimiento sumario regido 

por la Ley Núm. 2-1961, supra. Especifica que la Asamblea 

Legislativa no contempló expresamente la aplicación de la Regla 36 

de Procedimiento Civil, supra, en el citado estatuto, por lo que 

claramente dicho mecanismo procesal contravenía la naturaleza del 

procedimiento sumario laboral. Fundamenta su planteamiento en 

que la presentación de mociones de sentencia sumaria son ejercicios 

onerosos que ponen en desventaja a la parte trabajadora, toda vez 

que el patrono es quien posee el control de la información y 

documentación necesaria para sostener u oponerse a una solicitud 

de sentencia sumaria. Enfatiza que la limitación del descubrimiento 

de prueba en casos incoados al amparo de la Ley Núm. 2-1961, 

supra, también representa un obstáculo para la persona obrera para 

poder solicitar una sentencia sumaria u oponerse a ella. No le asiste 

la razón. 

Según esbozamos, la naturaleza de una reclamación bajo la 

Ley Núm. 2-1961, supra, exige celeridad en su trámite para, así, 

cumplir con el fin legislativo de proteger el empleo, desalentar los 
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despidos injustificados y proveer a la persona obrera despedida 

suficientes recursos económicos entre un empleo y otro. En ese 

sentido, los tribunales tienen la obligación de exigir diligencia y 

prontitud en la tramitación de las reclamaciones al amparo de dicho 

estatuto. Cónsono con dicho fin legislativo, en los casos tramitados 

con arreglo al citado estatuto, se aplicarán las Reglas de 

Procedimiento Civil en todo aquello que no esté en conflicto con las 

disposiciones específicas de las mismas o con el carácter sumario 

del procedimiento establecido por esta ley. Es decir, se recurrirá a 

las Reglas de Procedimiento Civil cuando estas no contravengan lo 

dispuesto en la Ley Núm. 2-1961, supra, o prolonguen 

innecesariamente el carácter sumario del procedimiento.  

 Por su parte, el mecanismo de sentencia sumaria es un 

vehículo para asegurar la solución justa, rápida y económica de un 

caso. Mediante este, se procura profundizar en las alegaciones para 

verificar si, en efecto, los hechos ameritan dilucidarse en un juicio. 

Por ello, este cauce sumario resulta beneficioso tanto para el 

tribunal, como para las partes en un pleito, pues se agiliza el proceso 

judicial, mientras simultáneamente se provee a los litigantes un 

mecanismo procesal encaminado a alcanzar un remedio justo, 

rápido y económico. 

 Al contrastar el mecanismo sumario gobernado por la Regla 

36 de Procedimiento Civil, supra, con las disposiciones y propósito 

legislativo del procedimiento sumario regido por la Ley Núm. 2-

1961, supra, no resultan ser procedimientos incompatibles. Por el 

contrario, ambos trámites comparten el fin último de agilizar el 

procedimiento judicial de una forma justa y económica. Por 

consiguiente, el primer error señalado no se cometió. 

Por otro lado, como segundo señalamiento de error, la parte 

apelante sostiene que el foro de instancia incidió al desestimar la 

Querella instada por esta mediante sentencia sumaria cuando 
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existen elementos subjetivos o de intención que requieren ser 

evaluados en una vista en sus méritos. En su recurso, desglosa que 

dichos elementos subjetivos son: (1) la intención de su supervisora; 

(2) la interpretación de los documentos; (3) y cómo esta se sintió ante 

ciertos eventos ocurridos. Particulariza que las expresiones de la 

supervisora que evaluó su trabajo eran falsas, por lo que el foro 

apelado debía recibir el testimonio de los protagonistas de la 

controversia y evaluar su credibilidad. Aduce que, “[a]unque en 

ocasiones sea cierto en términos generales que ocurrió un evento 

descrito, el sentido o interpretación que dan las partes está en 

controversia”.8 Sobre ese particular, añade que el Foro de última 

instancia ha expresado que, en casos que contienen elementos 

subjetivos o de intención, hay que hacer determinaciones basadas 

en la credibilidad que deben verse en su fondo y no son susceptibles 

de disposición mediante sentencia sumaria. En virtud de ello, 

argumenta que hay hechos medulares sobre los cuales existe 

controversia y sobre los que se debe pasar prueba. Tampoco le asiste 

la razón.  

De una revisión de novo del expediente ante nos, no surge que 

existan controversias de hechos que ameriten la celebración de un 

juicio en su fondo. Al contrario. Luego de una evaluación sosegada 

de los documentos a nuestro haber, se desprende que, distinto a lo 

propuesto por la apelante, los hechos incontrovertidos no 

demuestran que esta haya sufrido algún cambio en su posición 

como Senior Manager Maintenance, ni surge alguna reducción en su 

salario o beneficios marginales. De igual forma, no se desprende que 

se le impusieran condiciones de trabajo más onerosas, ni que se le 

sometiera a vejámenes o humillaciones de hechos o de palabra. 

Tampoco existe en el expediente alguna evaluación negativa o que 

 
8 Apelación, pág. 12. 
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alertara a la obrera sobre un posible despido o alguna sanción en 

su contra.  

Lo único que surge el expediente es que, ante lo que la 

supervisora de Cosme Santiago entendió como una falta de liderato 

por parte de esta en cuanto al manejo de un proyecto de 

recuperación de uno de los edificios de la compañía, asignó a otra 

persona de la misma clasificación laboral, con experiencia previa en 

el asunto, para manejarlo. Ello, no significó una alteración en las 

responsabilidades y trabajo cotidiano manejado por Cosme Santiago 

en la empresa, pues la llegada del otro Senior Manager Maintenance 

se trató de un recurso adicional al equipo de trabajo asignado al 

proceso de remediación. Ante ese escenario, Cosme Santiago 

mantuvo su puesto, salario y beneficios. Lo que varió fue que la 

apelante recibió, por primera vez, una calificación de Partially Meets 

Expectations, la cual no representa la evaluación más baja en las 

escalas de evaluación de AML, pues, según surge de los documentos 

en el expediente, la calificación más baja es Does Not Meet 

Expectations. No obstante, la calificación obtenida por la parte 

apelante no representaba de forma alguna que esta estuviera en 

riesgo de perder su empleo, pues, según admitió la propia apelante, 

conocía de otras personas obreras que recibieron esa calificación, e 

incluso más bajas, y, no solo mejoraron su evaluación en años 

posteriores, sino que siguieron laborando en la empresa sin ser 

despedidas.  

Por lo tanto, conforme a la toda la evidencia aquilatada, la 

apelante no se vio forzada a renunciar a su empleo, según propone. 

La apreciación de Cosme Santiago de que lo suyo se trataba de un 

despido constructivo no está fundamentada por la totalidad del 

expediente ante nos, pues lo expuesto por esta en apoyo a su 

contención se limita a futuros escenarios hipotéticos y especulativos 

que carecen de evidencia concreta que los respalde. 
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Ante el escenario anterior, coincidimos con lo determinado por 

el foro primario, pues resulta forzoso concluir que la parte apelante 

falló en establecer que hubo un despido constructivo. Tampoco logró 

controvertir lo expuesto por la parte apelada al punto que impidiera 

la resolución sumaria del presente caso. En conclusión, los errores 

señalados no se cometieron. 

En virtud de lo anterior, colegimos que el Tribunal de Primera 

Instancia no erró al emitir la Sentencia desestimando con perjuicio 

la querella en contra de la parte apelada. En fin, al evaluar 

concienzuda y ponderadamente de novo los eventos procesales al 

palio de la normativa jurídica antes esbozada, coincidimos con la 

determinación del foro apelado. 

IV 

Por las razones que anteceden, confirmamos el dictamen 

apelado. 

Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 

 
 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


